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Y aunque también aduce el quejoso que se vulneró en su caso el derecho a la igualdad material, por cuanto a otras viviendas que se encuentran en similar condición a la suya tienen energía, de ello no se allegó probanza alguna, ni tampoco se indicó por parte del actor si tales inmuebles fueron construidos recientemente -como en su caso- o si datan de tiempo atrás y más concretamente con antelación a la vigencia de la Ley 1228/08, en tanto para esa época no existía prohibición alguna para que por parte de la CHEC les fuera prestado tal servicio. 

Por lo anterior, y como quiera que en sentir de esta Corporación no se avizora la vulneración de los derechos fundamentales reclamados por el actor, se confirmará la providencia adoptada.”

Citación jurisprudencial: Corte Constitucional Auto 114 de 2008. / Sentencia T-344/08. / Sobre el tema de la subsidiariedad de la acción, se pueden revisar entre otras, las sentencias T-653 de 2004, T-018 de 2008, T-043 de 2007.
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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor ALBEIRO ANTONIO MOLINA MOLINA frente al fallo proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.), con ocasión de la acción de tutela interpuesta contra la Central Hidroeléctrica de Caldas -en adelante CHEC-.

2.- DEMANDA 

Informa en el escrito de tutela el señor ALBEIRO MOLINA, que hace dos años construyó su vivienda en la vereda Génova de Mistrató (Rda.) y aunque ha solicitado a la CHEC la instalación de energía eléctrica se le ha negado porque el inmueble está muy cerca de la vía que de Mistrató conduce a Belén de Umbría, no obstante haber casas más cerca que cuentan con ese servicio público que requiere para mejorar su calidad de vida y la de sus hijos.

Pide se tutelen sus derechos a la vida digna, igualdad y acceso a los servicios públicos, y en consecuencia se ordene a la CHEC que permita la instalación de energía eléctrica en su vivienda.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El despacho admitió la demanda de tutela y vinculó al Gerente General del CHEC, frente a lo cual se pronunció su apoderada judicial, quien expresó: (i) ante petición elevada por el señor ALBEIRO ANTONIO MOLINA para la conexión del servicio público domiciliario de energía para la Finca “El Algodonal” ubicado en la Vereda Génova del municipio de Mistrató (Rda.), se le informó mediante oficio de mayo 5 de 2016 que no se accedería a la misma por cuanto el predio no observa las distancia reglamentarias establecidas en la ley 1228/08 al encontrarse sobre una franja de reserva de una vía de segundo orden, a 7 metros de ésta; (ii) la empresa es respetuosa del imperio de la ley y en este caso a la construcción no se le puede suministrar energía por tal razón, frente a lo cual y en casos similares ya ha existido pronunciamiento judicial; y (iii) considera que la acción constitucional debe ser declarara improcedente, pues la entidad ha actuado conforme a la Ley.

3.2- Culminado el procedimiento a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en la que negó el amparo reclamado  al estimar que la acción de tutela es improcedente cuando se dispone de otros medios de defensa judicial, y en este caso se observa que el actor no ha agotado los mecanismos ordinarios, como exigencia basilar cuando se ataca en sede de tutela dicha clase de determinaciones de índole administrativo.
4.- IMPUGNACIÓN

Al momento de notificársele al actor la providencia adoptada, éste manifestó que la impugnaba, sin que hubiera efectuado argumentación alguna.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la tutela impetrada. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procederá de manera transitoria.

No obstante la falta de argumentación del accionante, en aplicación del principio de informalidad que rige la acción de tutela y con fundamento en las normas señaladas por la Corte Constitucional, lo único que debe verificarse es si la impugnación fue presentada en el término correspondiente -lo que en efecto acá acaeció- y, de ser así, deberá dársele el trámite que corresponde
.
En este caso, el señor ALBEIRO ANTONIO MOLINA MOLINA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos que considera quebrantados por la CHEC, Grupo EPM, al no efectuar la instalación del servicio de energía eléctrica en la vivienda rural ubicada en la vereda Génova del municipio de Mistrató (Rda.), decisión que soporta la entidad en el hecho de que la residencia no cumple con los requisitos exigidos por la ley 1228/08 en tanto se halla dentro  de la zona de reserva de una carretera de segundo orden.

Si bien es cierto que la Ley 142 de 1994 en su canon 134 estable que: “Cualquier persona capaz de contratar que habite o utilice de modo permanente un inmueble,  a cualquier título, tendrá derecho a recibir los servicios públicos domiciliarios al hacerse parte de un contrato de servicios públicos […]”, también lo es que la Ley 1228/08 en su canon 2° limitó el alcance dado por la Ley, al disponer unas áreas de reserva o exclusión de zonas de reserva para las carreteras de la red vial nacional, consistentes en: “1. Carreteras de primer orden sesenta (60) metros.  2. Carreteras de segundo orden cuarenta y cinco (45) metros. 3. Carreteras de tercero orden treinta (30) metros.[…]”, a la vez que en su artículo 7° prohibió a las empresas prestadoras de servicios públicos, entre ellos el de energía, a dotar de los mismos a los inmuebles que se construyan a partir de la vigencia de dicha ley en las áreas de exclusión, so pena de verse inmersos en multa de hasta de mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales que impondrá la Superintendencia de Servicios Públicos.

Con ocasión de la solicitud elevada a la CHEC por el señor ALBEIRO ANTONIO MOLINA, por parte de la entidad se efectuó la verificación de habilitaciones de la vivienda, momento desde el cual los encargados de tal función se percataron que el inmueble no cumplía con las exigencias de la Ley 1228/08 en tanto la misma fue construida a escasos siete (7) metros de la vía, por lo cual no se podía autorizar la conexión del servicio pretendido, como así le fue comunicado mediante acto administrativo de mayo 5 de 2016, contra el cual procedían los recursos de reposición y apelación ante la Superintendencia de Servicios Públicos
.

De lo anterior se observa que la decisión que le resultó desfavorable a los intereses del señor ALBEIRO MOLINA, debía ser ventilada ante otra jurisdicción como lo sería la contencioso administrativa, pues  la acción de tutela en atención al principio de subsidiariedad no es la llamada a intervenir en los asuntos allí referidos, máxime cuando de la información que se aportó a la actuación se desprende que con ocasión del acto administrativo adoptado por la CHEC se abría para el solicitante la posibilidad de interponer los recursos ordinarios -mismos que al parecer no interpuso, o por lo menos de ello no obra prueba alguna en el dossier- o acudir a la vía ordinaria para controvertir lo allí decidido.

Como lo consideró la a quo, en este caso no es la justicia constitucional la encargada de incursionar en temas que a todas luces no son de su competencia, sino de otras jurisdicciones a las que bien pudo haber acudido el actor, como así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional al referir en la sentencia T-344/08 que:

“3.1 De acuerdo con el inciso 3 del artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela “[S]olo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” Así mismo, el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 dispone que la acción de tutela es improcedente en los casos en que el accionante tenga a su alcance otros recursos o medios de defensa judiciales para la protección de sus derechos.
 
3.2 En este sentido, esta Corporación ha sostenido que la acción de tutela obedece al principio de subsidiariedad, es decir, no es un mecanismo de defensa judicial alternativo o supletorio de los recursos o medios ordinarios previstos por el legislador para el amparo de un derecho; no puede ser empleada para revivir oportunidades procesales vencidas como consecuencia de la inactividad injustificada del interesado; y, no constituye un último medio judicial para alegar la vulneración o afectación de un derecho.
3.3 En efecto, conforme a su naturaleza constitucional, la acción de tutela es el mecanismo preferente de protección de los derechos fundamentales, cuyo ejercicio debe estar dirigido a obtener un amparo efectivo e inmediato frente a los actos u omisiones que los amenacen o vulneren. Es por ello que la acción de tutela no puede ser entendida como una instancia idónea para tramitar y decidir conflictos de rango legal, pues con este propósito, el legislador dispuso los medios y recursos judiciales adecuados, así como las autoridades y jueces competentes.”
 -negrillas fuera de texto-
Debió en consecuencia el señor ALBEIRO ANTONIO MOLINA interponer los recursos frente a la decisión que conllevó a la CHEC a negarle la instalación de energía en su predio rural o incluso acudir a la jurisdicción contencioso administrativa, para que fuera allí donde se debatiera si en efecto le asistía el derecho de obtener tal servicio, pese a la prohibición contenida en la Ley 1228/08, situación que no puede ser resuelta por la acción de tutela, en tanto la misma no puede convertirse en un medio alterno o supletorio de los mecanismos ordinarios que contempla el ordenamiento legal, como así lo ha dejado claro la Corte Constitucional, máxime que en el presente asunto no se observa la comisión de un perjuicio irremediable.

Y aunque también aduce el quejoso que se vulneró en su caso el derecho a la igualdad material, por cuanto a otras viviendas que se encuentran en similar condición a la suya tienen energía, de ello no se allegó probanza alguna, ni tampoco se indicó por parte del actor si tales inmuebles fueron construidos recientemente -como en su caso
- o si datan de tiempo atrás y más concretamente con antelación a la vigencia de la Ley 1228/08, en tanto para esa época no existía prohibición alguna para que por parte de la CHEC les fuera prestado tal servicio. 
Por lo anterior, y como quiera que en sentir de esta Corporación no se avizora la vulneración de los derechos fundamentales reclamados por el actor, se confirmará la providencia adoptada.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Corte Constitucional, Auto 114 de 2008.


� Ver folios 29 y 30 del cuaderno de primera instancia. 


� Sobre el tema de la subsidiariedad de la acción, se pueden revisar entre otras, las sentencias T-653 de 2004, T-018 de 2008, T-043 de 2007, T-. 


� El accionante informó que construyó su vivienda hace dos años.
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